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Nueva Legislación sobre Defensa del Consumidor 

Con fecha 7 de abril de 2008 se publicó en el Boletín Oficial (B.O.) la Ley Nº 26.361 que modifica la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor en los siguientes aspectos que involucran la protección de los consumidores:  

1. Ámbito de protección: El Art. 1 de la nueva ley extiende la protección a aquellos que adquieren o utilizan bienes o servicios en forma gratuita u onerosa como destinatario final. La antigua ley únicamente preveía la protección para aquellos que contrataran a título oneroso. Por otra parte, la modificación amplía la protección a aquellos que adquieren derechos en tiempos compartidos, clubes de campo, cementerios privados y figuras afines. Asimismo, este artículo considera consumidor a aquel quien sin ser parte de una relación de consumo, adquiere o utiliza bienes o servicios como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social. La nueva versión de la ley innova en cuanto a que considera consumidor a “quien que de cualquier manera está expuesto a una relación de consumo”.

2. Definición de proveedor: El Art. 2 de la nueva ley extiende la definición de “proveedor” e incluye a quienes realicen actividades de producción, montaje, creación, construcción, transformación, importación, concesión de marca, distribución y comercialización de bienes y servicios, destinados a consumidores o usuarios.  La nueva ley mantiene la exclusión a aquellos profesionales que brindan un servicio que requiere título universitario y matricula otorgada por colegios reconocidos oficialmente o autoridad facultada para ello. Sin embargo, la ley incluye la publicidad que realizan tales profesionales, y como novedad agrega que las denuncias que se hagan por tales publicidades podrán ser derivadas por la autoridad de contralor de defensa del consumidor al colegio que controle la matrícula en cuestión. 

3. Definición de consumidor: El nuevo articulado elimina la exclusión a los consumidores que adquieren productos para integrarlos a la producción o prestación de otros bienes o servicios. También elimina la exclusión a los consumidores de cosas usadas. 

4. Relación de consumo: El nuevo Art. 3, define la relación de consumo como aquel vínculo jurídico entre el proveedor y el consumidor o usuario. La nueva versión de la ley considera que la relación de consumo puede interpretarse según las leyes de Defensa del Consumidor, Defensa de la Competencia Desleal y la Ley de Lealtad Comercial, o bien según la normativa específica que en su caso regule la actividad del proveedor. 

5. Información sobre bienes y servicios: La nueva redacción del Art. 4 de la ley prevé que la información sobre los bienes y servicios sea cierta, clara y detallada en todo lo relacionado con las características  esenciales de los mismos y las condiciones de su comercialización.  La información deberá ser gratuita y clara de manera que permita su fácil comprensión.

6. Condiciones de oferta: La nueva ley introduce un último párrafo al Art. 7 que regula las condiciones de oferta y venta, y establece que la no efectivización de la oferta será considerada negativa o una restricción injustificada de venta, pudiendo generar sanciones al proveedor.

7. Trato digno y no discriminación: Se incorpora el Art. 8 bis que establece que los proveedores deberán brindar trato digno al consumidor. Este nuevo párrafo prohíbe la discriminación a consumidores extranjeros sobre precio, calidad técnica o comercial o cualquier otro aspecto relevante sobre los bienes y servicios que comercialice. Cualquier excepción a esto deberá ser autorizada por la autoridad con razones fundadas. En lo que respecta a reclamos extrajudiciales, el proveedor deberá abstenerse de utilizar cualquier medio que le otorgue la apariencia de reclamo judicial.

8. Condiciones de venta: La nueva ley prevé como adicional del artículo 10, el inciso g), estableciendo que el documento de venta que se entregue al consumidor mencione los costos adicionales, especificando precio final a pagar por el adquirente. Asimismo, se incorpora el Art. 10 ter que permite que el consumidor elija rescindir el contrato de consumo mediante el mismo medio utilizado en la contratación.  

Por último, obliga a la empresa proveedora a enviar sin cargo dentro de las 72 hs de recibida la nota de rescisión, una constancia fehaciente de la misma.  Esta información deberá constar en la factura o documento similar que el proveedor envía regularmente al consumidor o usuario.

9. Garantías: Con respecto a las garantías, la nueva ley establece un plazo de 3 meses para aquellos bienes muebles usados y de 6 meses en los demás casos a partir de la entrega.

10. Servicios Públicos: El nuevo Art. 25 establece que en los servicios públicos domiciliarios en caso de duda sobre la legislación aplicable –ya sea la normativa específica al servicio o la ley de protección al consumidor- se aplicará la más beneficiosa al consumidor. Asimismo prevé que los usuarios de estos servicios podrán presentar reclamos ante la autoridad instituida por legislación específica o ante la autoridad de aplicación de la ley de defensa del consumidor. 

11. Reclamos por servicios públicos: El nuevo artículo 27 de la ley establece que los reclamos de usuarios podrán realizarse por nota, teléfono, fax, correo o correo electrónico o cualquier otro medio disponible, debiendo extenderse constancia con la identificación del reclamo. Asimismo, indica que las empresas prestadoras de servicios públicos deberán garantizar la atención personalizada a los usuarios. 

12. Cobros indebidos de servicios públicos: La nueva redacción del Art. 31, prevé que para el caso de servicios públicos, cuando se reclame el pago de la factura con sumas o conceptos indebidos o se reclamare el pago de facturas ya abonadas, el usuario podrá presentar reclamo y abonar únicamente los conceptos no reclamados. Se elimina el párrafo que hace referencia al plazo de 15 días que tiene el usuario para presentar las facturas con los consumos anteriores. Elimina también el párrafo que establece que el reclamo del usuario caerá si este no presenta la documentación que respalde el cobro indebido de facturas. El usuario que no ve satisfecho su reclamo o si la empresa de servicios públicos no le contesta el reclamo en el plazo establecido de 30 días, podrá requerir la intervención del organismo de control dentro de los 30 días a partir de la respuesta del prestador o la fecha de vencimiento del plazo para contestar, si la empresa no lo hubiere hecho. Otra novedad de este artículo es que de resultar el reclamo favorable al prestador, éste tendrá derecho a reclamar el pago de la diferencia adeudada con más los intereses que cobra por mora, calculados desde la fecha de vencimiento de la factura reclamada hasta la fecha de efectivo pago.

13. Venta domiciliaria: El nuevo proyecto de ley sustituye la redacción del Art. 32 de la Ley 24.240, y redefine la venta domiciliaria como aquella oferta o propuesta de venta de un bien o prestación de un servicio efectuada al consumidor fuera del establecimiento del proveedor. Asimismo, se agrega que se entenderá como venta domiciliaria o directa aquella contratación que resulte de una convocatoria al consumidor o usuario al establecimiento del proveedor o a otro sitio, cuando el objetivo de dicha convocatoria sea total o parcialmente distinta al de la contratación o se trate de un premio u obsequio. 

La nueva ley le extiende al consumidor el plazo a 10 días desde la entrega del bien o celebración del contrato –lo que ocurra más tarde- para revocar la aceptación de la venta domiciliaria o de la venta por correspondencia. 

14. Operaciones financieras de consumo: El nuevo texto de la ley establece que para las operaciones financieras para consumo y en las de crédito se deberá consignar de modo claro, bajo pena de nulidad:

a. la descripción del bien o servicio objeto de la compra o contratación, para los casos de adquisición de bienes o servicios;

b. el precio al contado, solo para los casos de operaciones de crédito para adquisición de bienes o servicios;

c. el importe a desembolsar inicialmente-de existir- y el monto financiado.

d. la tasa de interés efectiva anual;

e. el total de los intereses a pagar o el costo financiero total;

f. el sistema de amortización del capital y cancelación de los intereses;

g. la cantidad, periodicidad y monto de los pagos a realizar;

h. los gastos extra, seguros o adicionales, si los hubiere.  

El consumidor tiene el derecho de reclamar la nulidad del contrato en caso de omitirse algunos de estos datos en el documento que corresponda.

En las operaciones financieras para consumo y en las de crédito para consumo deberá consignarse la tasa de interés efectiva anual. Su omisión determinará que la obligación del tomador de abonar intereses sea ajustada a la tasa pasiva anual promedio del mercado difundida por el BCRA vigente a la fecha de celebración del contrato. Por otra parte se establece que en los contratos en los que se provea que un tercero otorgue el crédito de financiación, éste contrato quedará condicionado a la efectiva obtención del mismo. Si el crédito no se otorgara, la operación se resolverá sin costo para el consumidor, debiéndose reintegrarle las sumas de contado, que hubiere anticipado y los gastos efectuados. 

15. Responsabilidad por daños: En cuanto a la responsabilidad por daños, el nuevo Art. 40 bis, define el daño directo como todo perjuicio o menoscabo al derecho del usuario o consumidor, susceptible de apreciación pecuniaria, ocasionado de manera inmediata sobre sus bienes o su persona, como consecuencia de la acción u omisión del proveedor de bienes o del prestador de servicios. La autoridad de aplicación podrá determinar el monto del daño obligando al proveedor o prestador de servicio a resarcirlo, hasta una máximo de 5 canastas básicas total para el “hogar 3” que publica el INDEC. El acto administrativo de la autoridad de aplicación podrá ser apelado. Las sumas entregadas en concepto de daño por acto administrativo podrán ser deducidas de otras indemnizaciones que procedan en sede judicial. 

16.  Multas por infracciones: El artículo 47 de la ley 24.240 no se modifica en cuanto a las sanciones pero sí en cuanto al monto de las multas, siendo estas de $100 a $5.000.000.  Asimismo, la nueva redacción establece que en caso que la sanción sea de apercibimiento podrá dispensarse la publicación de la sanción

Abril 2008

Si tuviese cualquier pregunta o comentario respecto del presente por favor no dude en comunicarse llamando al  (54 11) 4116-4155 o vía e-mail a info@kahale.com.ar.

Kahale Abogados no se responsabiliza por ninguna acción u omisión realizada en relación con o como consecuencia de la información aquí contenida, y en ningún caso será responsable por cualquier daño emergente del uso de dicha información. Se aconseja a los lectores recurrir a un asesoramiento específico para cada caso en particular.
Sarmiento 1230 - 4to Piso - C1051AAZ  Buenos Aires, Argentina | Tel.: (54 11) 4116-4155  | info@kahale.com.ar | www.kahale.com.ar

[image: image1.jpg]